Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 49 minutos.) 


Ante el planteo de varios señores Senadores, esta Comisión se abocaría, en primer lugar, a dar entrada a un nuevo proyecto de ley 
presentado por los señores Senadores Gallinal, Heber, Larrañaga, Pereyra y Pou referido a normas que regulan el proceso de 
asociación de la empresa en la explotación del rubro combustibles, definiendo la situación de los funcionarios. 


En la medida en que no exista ningún otro planteo, trataríamos la Carpeta N*“470/01, relativa a la refinación de petróleo crudo 
presentado por algunos señores Senadores integrantes de la Bancada del Partido Colorado. 


SEÑOR RUBIO.- ¿No se podría abundar un poco en el tema de este proyecto de ley presentado con la firma de los señores 
Senadores del Partido Nacional para comprender sus alcances? 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de analizar los alcances de esta iniciativa presentada por los integrantes del Partido 
Nacional, le cedemos la palabra al señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el proyecto de ley que presentó la Bancada del Partido Colorado -creo que consta de un 
solo artículo- deroga parcialmente los monopolios de importación de petróleo crudo y refinado de petróleo y está contenido en el 
artículo 1* de la iniciativa que hemos presentado nosotros. Es obvio que el proyecto del Partido Colorado apunta a que si ANCAP 
va a ingresar a un proceso de asociación y en función del mismo va a hacer un llamado a licitación pública internacional y, a su vez, 
tiene el monopolio para la realización de las actividades por las cuales va a llamar a licitación, se hace necesaria la derogación 
parcial de estos monopolios porque, de lo contrario, ingresaríamos en un régimen de monopolio de carácter privado. Si bien, como 
lo hemos conversado en la última sesión, de hecho es lo que va a suceder, sabemos que esto sería así porque nadie vendría al 
Uruguay a instalar una refinería, aunque ojalá lo hiciera. En principio, es lógico pensar que nadie, repito, va a instalar una refinería 
en nuestro país; en consecuencia, el monopolio sería de hecho y no de derecho, que es lo que nadie quiere. 


El Partido Nacional considera que no es suficiente aprobar un artículo que desmonopolice la importación de petróleo y su refinado, 
sino que al momento de ingresar a una asociación tan importante como ésta, se hace necesario que el Parlamento tenga una 
intervención más profunda y, por lo menos, fije el marco jurídico en función del cual no solamente se va a realizar dicha asociación, 
sino también establezca de antemano, para conocimiento de los habitantes del país -la ciudadanía en su conjunto- y también de los 
eventuales socios, determinadas certezas jurídicas indispensables para ingresar a un proceso de asociación. 


En ese marco, por ejemplo, nosotros hicimos fuerza -y planteamos el tema en la Comisión en más de una oportunidad - y, 
afortunadamente, hemos avanzado en el estudio del proyecto de ley en función del cual se crea un organismo regulador en materia 
de energía. Esto ya entró en la Comisión, lo estudiamos, en parte, en la última sesión y teníamos intención, en la reunión de hoy, de 
si no aprobarlo, por lo menos estar cerca de hacerlo. 


La creación de este organismo regulador es una condición indispensable para todo proceso de apertura, ya que debe ser el que 
regule y que establezca las normas fundamentales. En este sentido, creo que estamos viviendo ese proceso en materia de 
comunicaciones y me parece que con éxito, por lo menos, en lo que tiene que ver con la existencia necesaria de ese organismo 
independiente que establezca determinados parámetros. En este caso, ese aspecto está en vías de concretarse y pensamos que 
es algo positivo, pero se necesitarían algunas cosas más. 


Por estos motivos, nuestro Partido presentó este proyecto de ley, en cuyo artículo 2* se recoge la vigencia de la Ley N* 16.753, que 
establece que para cumplir con los cometidos no monopólicos asignados por la ley de creación de ANCAP y los que la presente ley 
establece -es decir, la desmonopolización de alcoholes- la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland podrá 
asociarse en forma temporal o permanente con empresas públicas o privadas, así como celebrar con ellas cualquier tipo de 
contratos con fines industriales y comerciales. El solo hecho de la desmonopolización establecida en el artículo 1% sería suficiente 
para que, estando vigente el artículo 14 de la Ley N* 16.753, ANCAP ingrese en un proceso de asociación. Sin embargo, también 
en este caso consideramos que ello no es suficiente, lo que se planteó en la Comisión. Allí se le efectuaron preguntas al Directorio 
de ANCAP en el sentido de si consideraba que era necesario instrumentar algunas disposiciones de carácter legal, a lo que se nos 
respondió -creo que con buen criterio- que a ellos no les correspondía pronunciarse sobre el tema, sino a nosotros. Por tanto, 
presentamos esta iniciativa en cuyo inciso segundo se establece que una vez desmonopolizado parcialmente, en virtud del artículo 
19, lo relativo a los combustibles -o por lo menos, del petróleo- corresponde que ANCAP, a través de una licitación pública 
internacional, busque sus socios, que podrían ser empresas nacionales, extranjeras o ambas. Además, en el inciso segundo se 
establece que la mayoría accionaria de la sociedad le va a corresponder a ANCAP, sin perjuicio de que podrá encomendarle al 
socio la gestión en los términos y condiciones que se establezcan en el pliego del llamado a licitación. Creo que esa es una 
condición que va de suyo. 


Sin duda, conviene discutir este tema, pero me parece que no es atinado pensar en la posibilidad de que el Estado, a través de una 
empresa pública, consiga un socio para un emprendimiento de estas características y que la gestión esté en manos del propio 
Estado. Por ello establecemos ese punto expresamente y, más aún, si se considerara necesario profundizar en los términos de la 
asociación y establecer por ley las diferentes clases de acciones que podrían existir y en qué temas se hace necesario que exista 
siempre una opinión definitiva de ANCAP en tanto socio, nosotros lo encontramos legítimo, de recibo y estamos dispuestos a 
discutir y negociar en esos términos. 


En el artículo 3%, establecemos algunas condiciones que, a nuestro juicio, son fundamentales para el futuro proceso de asociación. 
La primera y la más importante -a nuestro entender, este es el objeto en función del cual se realiza la asociación o el objetivo 
principal que nos inspira y nos motiva a hacer una asociación de estas características- tiene que ver con que en el Uruguay 
tengamos en algún momento no muy lejano un precio de los combustibles de venta al público similar a los de la región, es decir 


que el parámetro en función del cual se fije el precio sea igual a los que rigen en forma internacional; me refiero al costo del crudo, 
más su traslado o flete y el proceso de refinación. 


Se establece, además, una fecha, el 31 de julio de 2004, que quizás se podrá considerar arbitraria o que se podrá modificar. 
Inclusive, en el artículo se podría establecer que puede existir un proceso de rebaja del precio de los combustibles que culmine en 
determinada fecha. A nuestro juicio, eso debería ocurrir a comienzos de 2004, con los precios a los que hacíamos referencia. Como 
sanción al incumplimiento de este objetivo, damos a ANCAP la facultad de importar combustible por sí, es decir que el socio, al 
ingresar al proceso de adjudicación, sabrá que si resulta adjudicatario, tendrá que cumplir con esta condición: a julio de 2004 el 
precio del combustible tendrá que ser similar a los de la región, desde luego, excluidos los impuestos. A su vez, si no se cumpliera 
con esa condición, ANCAP quedaría en libertad de importar los combustibles por sí. Obviamente que los precios que va a conseguir 
serán inferiores a los que estaría comercializando la sociedad. En consecuencia, eso le significaría un grave perjuicio. Entonces, de 
antemano, el socio va a saber que ingresa a una sociedad en esos términos. 


En el literal a) del artículo 3% se establece una última consideración donde dice: "Lo dispuesto sin perjuicio de la opinión que al 
respecto deberá emitir el organismo o autoridad reguladora". Suponemos que en el momento en que estemos sancionando este 
proyecto de ley, todavía no estará aprobado el relativo al organismo regulador, por lo que no podemos vincular directamente uno al 
otro, aunque sí realizar una referencia de estas características. 


En los literales b) y c) del artículo 3" se estipulan dos condiciones que para nosotros también son importantes. Por un lado, se habla 
de que se mantenga la actividad de refinación en la Refinería de La Teja, propiedad de ANCAP. Es decir que ya que se hace una 
inversión tan importante en la nueva refinería y, además, se considera necesario que esa actividad se continúe desarrollando, 
nosotros lo establecemos en forma expresa. Por otro, en el literal c) se defiende la utilización, el prestigio y el valor del sello, de la 
marca. El Directorio de ANCAP ha dicho que, quizás, se podría establecer en la norma que todos los bienes que ANCAP incorpore 
a la nueva sociedad le van a seguir perteneciendo y que cuando culmine este contrato, los bienes, más las inversiones que se 
hayan realizado, vuelvan al organismo. Uno de los valores más importantes que tendrá esta sociedad será el sello y, en la medida 
en que le vaya bien y se prestigie, el mismo tendrá un valor llave que pensamos debe seguir utilizando ANCAP. El sello y el logo 
representan un activo que el Uruguay deberá mantener. Esto no impide que el socio tenga cierta participación en la marca. En el 
mundo existen experiencias de empresas asociadas que mantienen el logo o el distintivo de una en particular -como pretendemos 
que suceda en el caso de ANCAP- y, a continuación, se hace figurar la sigla del que resulte finalmente adjudicatario de la licitación. 


En el artículo 4% se establece algo que está vinculado a lo que acabo de referir. ANCAP va a poner sus bienes al servicio de la 
nueva sociedad, ya que la infraestructura mínima indispensable que va a necesitar para funcionar y los bienes, si no me equivoco, 
estarán conformados por la refinería y la boya petrolera, así como tanta otra infraestructura con la que cuenta ANCAP para 
desarrollar su actividad. 


¿En qué carácter ANCAP dará sus bienes a la sociedad? En los últimos tiempos esta discusión ha tenido sus bemoles; por ello el 
organismo ha realizado algunas consultas al Tribunal de Cuentas. Teóricamente, no podría tratarse de un arrendamiento, porque de 
acuerdo con las disposiciones del Código Civil los arrendamientos tienen un límite en el tiempo. Tampoco se podría hablar de un 
contrato de usufructo, ya que éste está definido dentro de los contratos reales y, entonces, se podría dar la sensación de que hay 
una entrega de derechos importante, que no es del caso, como lo ha dicho el propio Directorio de ANCAP. 


En el artículo 4% se otorga la facultad a ANCAP a celebrar un contrato de arrendamiento de los bienes de su propiedad por un plazo 
máximo de hasta 30 años, que es el que va a regir la sociedad. Esto se hace a través de una norma genérica y, al respecto, 
deseamos aclarar bien este punto, porque no queremos hacer pasar "gato por liebre" u ocultar a los compañeros del Senado 
nuestras intenciones. Junto con el señor Senador Larrañaga, nos preocupa mucho el tema del portland y nuestras plantas en Minas 
y en Paysandú, así como la competencia que se va abriendo en el mercado, la posible instalación de una nueva planta en Treinta y 
Tres y el proceso de asociación con Loma Negra que no se ha culminado y que ha significado que en los últimos años ANCAP 
tuviera pérdidas millonarias con el portland que el año pasado fueron de U$S 3:000.000. Consideramos que hay que acelerar ese 
proceso de asociación, y hoy solamente está circunscripto a la comercialización del producto. Además hay propuestas referidas a la 
industrialización, que significan la posibilidad de dar un mercado permanente a la producción de ANCAP, con un precio ya 
establecido. En consecuencia, es una oportunidad que no podemos desaprovechar, porque, si no, nos pasan por arriba. Allí 
también se hace necesario disponer de una norma que faculte a ANCAP -si se concreta esa sociedad en una mayor dimensión- a 
entregar sus bienes en carácter de arrendamiento. Por esa razón, la norma es de carácter genérico y dice: "Facúltase a ANCAP a 
celebrar contrato de arrendamiento de los bienes de su propiedad, por el término de hasta 30 años, en los acuerdos societarios que 
celebre con el propósito de cumplir sus cometidos." Observarán los señores Senadores que se habla de "los acuerdos societarios" 
y no del acuerdo que se va a realizar en materia de combustibles. 


En los artículos 5%, 6%, 7%, 8% y 9” se recoge, en forma parcial, un proyecto de ley que habíamos presentado con los señores 
Senadores Larrañaga y Heber. Cuando consideramos todos esos procesos de asociación la gente debe tener, al momento en que 
se empiezan a llevar a la práctica, un conocimiento bastante depurado de cuáles son los beneficios que representa para todos 
nuestros compatriotas. Esto lo decimos en nombre del Partido Nacional, recogiendo una experiencia crítica que vivió en los 
procesos de asociación. ¿Cuál era el principio cardinal que regía la Ley de Empresas Públicas aprobada en 1992 y luego derogada 
parcialmente? Se buscaba la posibilidad de realizar procesos de asociación y el instrumento que más se utilizaba era el de la 
sociedad de economía mixta. Acerca de cuál fue su fracaso, obviamente, habrá distintas explicaciones. Lo importante es que hubo 
un pronunciamiento muy categórico de la ciudadanía en aquellas circunstancias. Lo que sí es cierto, entre otras muchas razones, 
es que seguramente no fuimos capaces de explicar a la ciudadanía, en todo su alcance, cuáles eran los beneficios que el Uruguay 
en su conjunto y cada uno de nuestros compatriotas iba a recibir como consecuencia de esas reformas estructurales. Han pasado 
muchos años y hoy Uruguay, de alguna manera, no tanto con respecto al plebiscito de 1992 pero sí en lo que hace a la necesidad 
de reformas del Estado y estructurales, está pagando un precio importante: que los combustibles, determinadas tarifas públicas o 
servicios se paguen más caro de lo que se debería. Todo esto ha hecho que haya un costo-país demasiado elevado y, por lo tanto, 
que se deban reducir algunos insumos. Entonces, es bueno que la gente sepa que todo esto está hecho para que el precio de los 
combustibles en el Uruguay baje porque es exagerado. 


También es conveniente tener en cuenta lo sucedido con los funcionarios públicos involucrados, que sin duda representan un 
sector importante de opinión que en estos procesos de reforma pueden sentir legítimamente que está en riesgo su fuente de 
trabajo, más allá de que no sea ese el objetivo. Hemos tenido una batalla muy dura que han dado los gremios de funcionarios 


públicos porque, en el error o en el acierto -no es el momento de juzgarlo- han temido por su fuente laboral. Insisto, nadie pretende 
que ellos paguen el costo de una reforma; no es esa la intención del Partido Nacional y descuento que tampoco lo es de nadie que 
quiera llevar adelante estas medidas. Para que todo esto quede bien claro, lo plasmamos en la ley y, por tal motivo, insistimos 
mucho en la reserva del cargo sin plazo. Dejemos de lado algunas consideraciones que hemos hecho en la Comisión, que creo son 
de recibo en cuanto a que las soluciones que en las últimas instancias el Estado ha dado a este problema de los funcionarios 
públicos no han sido las más acertadas. No lo han sido en el puerto, donde el Estado va a terminar pagando U$S 600 por mes 
durante 10 años por cada funcionario que incorpore la sociedad de contenedores de la Administración Nacional de Puertos. 
Indudablemente, es mucho dinero. 


SEÑOR GARGANO.- Eso lo votaron. 


SEÑOR GALLINAL.- Recuerdo que eso no salió por ley, señor Senador. De todos modos, esto no invalida la solución de la 
sociedad de contenedores que fue muy exitosa. Es un aspecto muy parcial dentro de un problema que, en alguna medida, le da 
una solución al tema de los funcionarios públicos. Simplemente decíamos que a nuestro juicio no es la mejor, como tampoco lo es 
la de los incentivos. En primer término, el Estado no está en condiciones de seguir pagando incentivos importantes y, en segundo 
lugar, si bien puede constituir una motivación importante al momento en que se concreta -porque, promedialmente, el funcionario 
recibe entre U$S 30.000 o U$S 40.000- ante la situación de recesión en que vivimos, con una tasa de desempleo superior al 15%, 
rápidamente se gasta el dinero o lo invierte y luego no sólo no tiene más el incentivo sino tampoco la fuente laboral. Por todo esto, 
al Estado le ofrecemos una solución absolutamente gratis porque reservar el cargo no tiene costo y es una motivación para el 
funcionario. ¿Quiénes son en este país las personas que están en mejores condiciones para ser empleadas de la refinería en la 
nueva sociedad? Los propios funcionarios de ANCAP que trabajan en la refinería. ¿Se van a ir, porque sí, a la nueva sociedad? No, 
porque se va regir por el Derecho Privado y corren el riesgo de ser despedidos sin fundamento. Entonces, no se van a sentir 
motivados para ingresar como empleados de la nueva sociedad. ¿Cómo los motivamos? Diciéndoles que no asumen ningún tipo 
de riesgo porque seguirán siendo tan inamovibles como hoy. Una de las críticas que se han hecho es que ahora cada vez hacemos 
más inamovibles a los funcionarios públicos, y no es así; lo siguen siendo dentro del concepto amplio de inamovilidad. No se trata 
de la inamovilidad de la Constitución, sino de la del funcionario de un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, que para ser 
destituido necesita una causal de omisión, ineptitud o delito. En el Uruguay no existe la posibilidad de destituir o cesar a un 
funcionario público por razones de interés general o económicas. Nosotros establecemos esta norma que -me parece- es un gran 
avance y constituye una importante defensa para el funcionario público. Le hemos cambiado la redacción en tanto lo señalamos 
como una facultad para ANCAP. Cuando presentamos el proyecto de ley incluíamos a todos los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, pero hoy lo circunscribimos a ANCAP como una facultad, porque a lo largo del trabajo que se ha realizado nos 
hemos dado cuenta de que no vamos a conseguir la mayoría de dos tercios de votos que exige la Constitución para aprobarlo. 
Insisto, aquí se trataría, simplemente, de una facultad circunscripta a ANCAP. 


Después hay una serie de detalles vinculados a esta aplicación como, por ejemplo, que la reserva queda sin efecto si el empleado 
es destituido por notoria mala conducta en la nueva sociedad, para lo cual, obviamente, es necesario un pronunciamiento judicial. 
Todos sabemos lo difícil que es obtener un pronunciamiento judicial que declare la notoria mala conducta, salvo que efectivamente 
haya sido muy mala. También se excluye el caso de que haya configurado causal jubilatoria, lo que parece absolutamente lógico. A 
su vez, se otorga la posibilidad al Poder Ejecutivo de que, en su relacionamiento con el Banco de Previsión Social, instrumente que 
ese funcionario -más allá de que vaya a trabajar a una empresa privada, como en definitiva los aportes van todos a un mismo 
fondo, sea de Industria y Comercio o de Civil- pueda trabajar 10 ó 15 años en la nueva empresa privada y termine jubilándose con 
todos los derechos que ha adquirido, a lo largo de tantos años, como funcionario público. 


Finalmente, voy a comentar el artículo 10, que es muy importante porque establece que se derogará, a partir del 1% de enero de 
2006, el monopolio de importación de productos refinados derivados del petróleo. Al igual que la fecha que establecemos en el 
artículo 3*, literal a) -o sea, el 31 de julio de 2004- también esta es arbitraria y estamos dispuestos a negociarla. Creemos que en 
estos procesos de asociación, de desmonopolización, una de las certezas jurídicas fundamentales es determinar a partir de qué 
momento caen definitivamente los monopolios. De alguna forma, para la sociedad esto va a ser un elemento negativo porque, a 
partir de entonces, cualquiera de los distribuidores que existen hoy en el Uruguay -SHELL, TEXACO o ESSO- estarían en 
condiciones de importar directamente los combustibles. Creo que la sociedad va a hacer un gran esfuerzo para que cuando llegue 
la fecha en que caiga el monopolio en materia de combustibles, quienes distribuyen en el Uruguay le compren a la nueva sociedad. 
Pero para ello vamos a tener que afinar muy bien los números. Entonces, tiene que existir una fecha a partir de la cual los 
monopolios caigan definitivamente y, por lo tanto, tiene que ser conocida de antemano por todos los actores involucrados. 


Ahora bien; con relación a cuándo tiene que establecerse esa fecha, puede ser antes o después. Tendríamos que hacer algunas 
valoraciones que creo que son interesantes: cuanto más demoremos en fijar esa fecha, se podría decir que más daño le haríamos 
al país. Ello sería cierto si no existiera el artículo 3 que dice que en el año 2004, necesariamente, los precios de los combustibles 
van a estar a la par de los precios de la región. También digo que cuanto más lejano en el tiempo establezcamos dicha fecha, 
mayores posibilidades tendremos de obtener un buen precio en la subasta que va a realizar ANCAP para encontrar un socio. 
Obviamente, el socio va a estar interesado en que esta fecha esté lo más alejada posible en el tiempo; ello será mejor para la 
sociedad y ese puede ser un elemento que nos ayude. No nos vendría mal que el resultado de la subasta o de la licitación pública 
internacional que va a hacer ANCAP sea muy exitoso en cuanto al socio que vamos a lograr, con relación a las condiciones y 
también a los recursos que se puedan obtener. 


Este es el alcance, la filosofía y el espíritu con que el Partido Nacional, con el respaldo del señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería, ha presentado este proyecto de ley. Desde luego que hemos tenido la precaución de conversarlo con él y con los dos 
representantes que nuestra colectividad tiene en el Directorio de ANCAP. Esta es una propuesta del Partido Nacional que estamos 
dispuestos a ampliar en su discusión. En algunas conversaciones privadas que hemos tenido con Senadores de las distintas 
colectividades políticas que integran el Parlamento hemos dicho que no tenemos inconveniente en que se introduzcan otras 
normas que regulen este marco o este proceso. Pienso que hay temas que son propios del Parlamento y otros que lo son del Poder 
Ejecutivo y de ANCAP. No podemos entrar en la minuciosidad de la licitación, que estará establecida en el pliego de condiciones y 
que luego el Parlamento podrá controlar porque está dentro de sus potestades. 


Por otro lado, hay normas como la que estamos considerando y otras que sería de recibo que estuvieran estampadas en un 
proyecto de ley. 


Es cuanto teníamos para informar con relación a los propósitos que nos animaron al momento de presentar este proyecto de ley. 


SEÑOR COURIEL.- Este es un proyecto de ley que entra hoy; por lo tanto, mi fuerza política no tiene posición tomada sobre el 
mismo. De modo que lo que quiero hacer es una reflexión y un comentario personal, para dar algunas ideas que vinculan a quien 
habla y al grupo de la Vertiente Artiguista. 


Desde mi punto de vista, es muy positivo que haya un proyecto de ley en cuanto a la asociación. Creo que ayuda al análisis el 
hecho de que sea el Parlamento el que resuelva elementos centrales de este tipo de asociación. Entonces, desde esa óptica, nos 
parece positiva esta iniciativa. 


Por otro lado, el señor Senador Gallinal comenzó su exposición preocupándose por la posibilidad de que, habiendo una sola 
refinería, pasáramos de un monopolio público a uno privado. Esta es una preocupación que nosotros compartimos plenamente y ya 
la hemos expresado en muchas oportunidades. Pienso que en este tema hay un hecho básico: el monopolio desaparece si 
desaparece el monopolio de refinados; si de entrada eliminamos el monopolio de refinados, desaparece ANCAP. Desde ese punto 
de vista, entre otros objetivos, además de bajar el precio de los combustibles a nivel internacional -lo cual es correcto y 
compartimos- también nos importa el propio desarrollo de ANCAP y mantener la refinería. En ese sentido, no se inicia el proceso 
eliminando el monopolio de importación de refinados. Esto también me parece un elemento positivo. Después me referiré al artículo 
10, que dice relación con la fecha de iniciación del monopolio. 


Nos preguntamos, sabiendo que va a haber una sola refinería, cómo vamos a hacer para no pasar de un monopolio público a uno 
privado, en un sector estratégico del país. Pienso que hay tres elementos que pueden ayudar para que no se pase de un monopolio 
público a uno privado. En primer lugar, me parece central la fijación de un precio. En ese sentido, creemos que en la ley se tiene 
que disponer que ese precio lo fija -como lo hablábamos en la reunión pasada- el Poder Ejecutivo con asesoramiento del Ente 
regulador y éste con asesoramiento vinculante, como señalaba el señor Senador Correa Freitas. Pero el precio del combustible no 
puede quedar en manos de un socio que está llevando adelante su gestión de la empresa, porque así pasaríamos a tener un 
monopolio privado. Entonces, repito, es muy importante establecer en la ley cómo se va a fijar ese precio, a los efectos de que no 
se pase de un monopolio público a uno privado. 


El segundo aspecto que tendría que figurar en la ley es la característica de la asociación, esto es, a lo que yo le llamo muchas 
veces el pacto de accionistas. En los borradores que venían de la Presidencia de ANCAP se planteaba que había un 49% de las 
acciones en manos del socio, un 48% de ANCAP y un 3%, también de ANCAP en el que se incluían las llamadas acciones de oro, 
que le darían la chance al Ente de que en determinados temas tendría el 51%. Pienso que esto tendría que establecerse en la ley; 
si se quiere mantener la fórmula del 48% y del 3%, que se diga, al tiempo que se estipule claramente cuáles son los temas en los 
que ANCAP tiene el 51%. Estos aspectos pueden estar vinculados a nuevas inversiones, a participación de otros socios, a venta de 
acciones, al endeudamiento, a la propia fijación del precio, etcétera. Pero lo importante es que ello esté explicitado en este proyecto 
de ley, y por eso creo que esta normativa ayuda. 


El tercer elemento que puede colaborar para no pasar de un monopolio público a uno privado es definir en el proyecto de ley cuáles 
son los activos de ANCAP que van a estar en la asociación. Al respecto, participo de que toda la infraestructura se mantenga en 
una sociedad, que puede ser nueva, pero que esté en manos, en propiedad y bajo la gestión de ANCAP. Esto tiene que ver con los 
depósitos, los muelles, los depósitos del interior -no recuerdo bien cómo se llama, pero en Juan Lacaze hay uno- y la boya. ¿Por 
qué? Porque esto da una fuerza enorme a ANCAP frente al socio privado. Inclusive, en un momento determinado, más 
precisamente el día que se abra el monopolio de refinados, será ANCAP la que tendrá en sus manos la posibilidad de dirigir esos 
depósitos que son imprescindibles para la importación de refinado. Entonces, desde este punto de vista me parece muy importante 
que en la ley se establezca nítidamente cuáles son los activos de ANCAP y, por supuesto, cuáles son -independientemente de la 
refinería- los que se destinarán a la asociación. Hay elementos de la infraestructura que están tan vinculados a la refinería que 
probablemente no se puedan separar, que quedarán junto con la refinería. 


Asimismo, tendríamos que definir con total nitidez las características de la comercialización, tanto en el Uruguay como en 
Argentina. Reitero que es importante que todo esto quede claramente establecido en la ley. Por eso, desde este punto de vista, 
siento que es fundamental la presentación de este proyecto de ley, a efectos de poder agregar este tipo de elementos. 


En unos instantes volveré a referirme al plan de negocios de ANCAP, pero ahora quiero señalar también que en la segunda parte 
del artículo 2% donde hay una definición de carácter general, tendrían que figurar los elementos que llamo "del pacto de 
accionistas", así como los activos de ANCAP que van a participar. 


A continuación, me voy a referir a todo lo que tiene ver con el objetivo, el que se encuentra contemplado en el literal a) del artículo 
3%, que en su primera parte dice: "El precio máximo de venta al público de los combustibles en puerta de refinería sin considerar 
impuestos, deberá ser igual al precio paridad de importación, a partir del 31 de julio de 2004." A través de esto, es decir, de la 
fijación de un precio de combustible que sea similar al que tiene el resto de los países, se pretende ayudar a la competitividad del 
conjunto de los sectores productivos del país. El punto clave aquí es por qué aparece la fecha 31 de julio de 2004. Según la 
información que he recogido, depende mucho del momento en el cual se podría llegar a precios de paridad -por decirlo de alguna 
manera- con los regionales y esto, a su vez, está directamente relacionado con las inversiones que haga el socio. De acuerdo con 
datos que he recibido, normalmente la mayor oferta en una subasta puede coincidir con el peor plan de negocios. El que propone el 
peor plan de negocios hace menos inversiones en mayor tiempo y es el que oferta más. Por eso, en algún momento en los 
borradores se planteaba la necesidad de abrir posteriormente el plan de negocios al que ganara la subasta, llegando a negociarse 
dicho plan de negocios y, en caso de no haber acuerdo, se iría a la segunda subasta. Con esto, de alguna manera, también nos 
perderíamos la oportunidad de conocer el plan de negocios del tercero o cuarto que pudiese presentarse. Este no es un tema 
menor, ya que se debe definir la fecha en la que el precio del combustible tendría que ser de paridad con los precios regionales. Así 
pues, expongo esta idea, a los efectos de la subasta. Concretamente, propongo que el plan de negocios sea hecho por ANCAP, en 
función de sus intereses. De esa manera, ANCAP fijaría un determinado plazo y los ofertantes, en función del conocimiento de ese 
plan realizado por ANCAP, ofertarían tanto o cuanto. Así no sería necesario abrir un nuevo plan de negocios y, a su vez, éste no 
sería una incógnita. Verdaderamente, este plan no constituye un tema menor en relación con el futuro de la institución. 


Por otro lado, de ninguna manera colocaría aquí la expresión de que ANCAP, de no cumplirse la condición al 31 de julio, puede 
importar refinados. Personalmente, digo que ANCAP tiene la libertad de importar refinados cuando quiera. De hecho, siempre la 


tiene y este es otro de los elementos de contralor sobre la gestión del socio. Entonces, reitero que no pondría esto aquí. 


Luego, quiero decir que me cuesta entender lo que expresa el artículo 4%, simplemente porque no soy abogado. Pese a que en la 
carrera que estudié tuve que aprobar dos Derechos Civiles, dos Derechos Comerciales, Derecho Público y Derecho Administrativo, 
nunca más repasé esos temas. De manera que no estoy en condiciones de realizar un análisis jurídico de esta naturaleza. Pero 
creo que aquí siempre hubo un problema relacionado con lo que sería la asociación vinculada a una concesión y a un 
arrendamiento. En el caso de una asociación, lo que ocurre normalmente es que el socio tiene interés en que esa sociedad 
funcione bien y, por lo tanto, invierte para obtener rentabilidad, pero también cuida el patrimonio. De acuerdo con los borradores, 
tengo entendido que se trataba de una combinación de asociación con concesión, pero se obligaba al socio a buscar mecanismos 
para que el patrimonio se pudiese conservar invirtiendo el socio, lo cual siempre constituye una dificultad. Por lo tanto, se daba una 
concesión de quince años y después, sucesivamente, plazos de cinco años hasta llegar al total de treinta. Entonces, era una 
combinación de asociación con concesión, como acabo de señalar. Por nuestra parte, tenemos un poco de miedo en lo que hace a 
la forma en que todo esto se pueda controlar; nos estamos refiriendo al patrimonio de la empresa cuando la concesión esté por 
terminar. De pronto, al socio ya no le interesa. 


Los artículos 5, 6%, 7%, 8% y 9* tienen que ver con los funcionarios y, en principio, a título personal -aún no he conversado de esto 
con nadie- me parece que son positivos. 


En lo que refiere a la siguiente disposición, creemos que el hecho de que se fije como fecha el 1? de enero de 2006 tiene que ver 
con el plan de negocios y con el nivel de inversiones que debe hacer el socio. También podría ocurrir que si uno dice 2006 en el 
primer año, en vez de llegar al precio internacional, se colocara un 40% por encima, en el segundo año un 30%, en el tercero un 
20% y en el cuarto un 15%, con lo cual iría bajando. Así, el socio se podría aprovechar de esa rentabilidad; realmente, no 
sabríamos cómo determinar esto. Pienso que debe haber una regla de juego, sin ninguna duda. Sin embargo, en este momento 
siento que, de pronto, una regla de juego durante un plazo de cuatro años sería muy extenso. Personalmente, también tengo dudas 
sobre esto, por lo que necesitaría estudiarlo en forma mucho más detallada. 


Otro aspecto que tiene que ver con lo que acabamos de mencionar, así como también con el plan de negocios, con la característica 
del inversor y con el plan de accionistas, es una inquietud en el sentido de que tal vez en algún momento podríamos traer un 
asesoramiento de funcionarios de mayor nivel de ANCAP para que pudiesen aclarar -por lo menos a quien habla, porque tal vez los 
demás señores Senadores comprendan mejor esta cuestión- si el socio es una empresa inversora o un financista. Decimos esto 
porque se aseguran todas las rentabilidades -estoy pensando en los borradores que leí en su momento- independientemente de la 
ganancia de la sociedad. Entonces, es una especie de institución bancaria que presta y recibe un interés. 


Recuerdo del viaje anterior que hice a China, una asociación, una empresa mixta integrada por capitales extranjeros que venían de 
Hong Kong y capitales nacionales. Uno preguntaba ¿el capital extranjero va a aportar gestión? y la respuesta era que no, que la 
gestión la iba a hacer la parte nacional. ¿Va a aportar tecnología? No, la tecnología la va a aportar la parte nacional. ¿Va a aportar 
mercado externo? No. Entonces, ¿qué es lo que aporta? El financiamiento; pone el capital. La conclusión era que ese capital, como 
se trataba de un socio, dependía de la rentabilidad. La respuesta era que no, que tenía una especie de proporción directa. Por lo 
tanto, más que un socio inversor era un financista, aunque ellos le llaman empresa mixta. Es un financista que, en el fondo, recibe 
una rentabilidad que es muy parecida a una tasa de interés. 


En consecuencia, también sería bueno encontrar un mecanismo o fórmulas de comprensión del fenómeno para una sociedad de 
esta naturaleza. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Ante todo, hacemos una valoración absolutamente positiva de la expresión de un Partido asumiendo y 
protagonizando una propuesta de cambio en la materia. Más allá de que luego existan detalles que pueda compartir o no, la 
valoramos como actitud general, al igual que valoramos las manifestaciones que acaba de hacer el señor Senador Couriel. 
Naturalmente, cada uno tiene sus puntos de vista, pero la primera valoración que hago es la percepción en cuanto a que el cambio 
es necesario y, repito, la actitud de proponer, opinar o asumir compromisos a propósito de un camino de cambios, aunque tenga 
diferencias con el nuestro, es lo primero a resaltar. 


En algunos aspectos de la propuesta, nuestra coincidencia es absoluta y en otros tendríamos que formular algunas consultas, 
particularmente, referidas a una evaluación de los puntos que tienen que ver con la sociedad. Vamos a valorar cuidadosamente el 
proyecto y la explicación que se nos ha proporcionado, y adelanto que también hemos tomado debida cuenta de los comentarios 
formulados por el señor Senador Couriel. 


En cuanto al capítulo de los funcionarios, debo decir que en ocasión de empezar a comentar el proyecto de ley oportunamente 
presentado por los señores Senadores del Partido Nacional y al final de aquella charla en la que no hubo las coincidencias que 
esperaba en lo personal, la idea era dar un tiempo para volver al tema. Creo que este es el tiempo. Seguramente, el Poder 
Ejecutivo puede tener diferencias en algunos aspectos, pero diría que la línea general que atiende a una cuestión de poner en 
blanco sobre negro, es que no haya un perjuicio al funcionario en un proceso de cambios, preservando así al ser humano más allá 
de esa necesidad de cambios. Comparto totalmente la filosofía del planteo; después, si es con plazos o no, si es aquí o allá, 
tendremos que consultar y lo haremos con el mejor de los espíritus de encontrar acuerdos. 


Me interesa señalar dos o tres aspectos en forma absolutamente personal. El primero de ellos tiene que ver con el rol del socio y 
del proceso de adjudicación. Me refiero a qué esperamos nosotros del socio. No es financiamiento -que por supuesto lo va a tener 
que aportar- porque ese no es el rol. Aquí no se trata de que es un socio, o no hay forma de financiar. Sí la hay. Siento que lo que 
uno espera del socio es, sin duda, gestión y mercado; y agrego: en ese orden. Eso es valedero también -como lo señalaba el señor 
Senador Gallinal- al tema del portland, en donde uno ha buscado, básicamente, gestión y mercado y no financiamiento. 
Seguramente, ANCAP con monopolio consigue el financiamiento donde quiera; de hecho, normalmente lo ha conseguido contra la 
tarifa. Pero si no lo hiciera así, igual lo conseguiría. Eso es -aunque naturalmente puede haber otros puntos de vista- lo que inspiró 
este proceso. 


Lo que también ocurrió -y por eso hubo instrumentos que han llevado a que hubiera una visión diferente a la que quisimos 
expresar- fue que hubo mucha precaución para asegurarse que en treinta años existiera algún tipo de mecanismo que impidiera 
que por parte del socio hubiera una mecánica muy ambiciosa o hasta imprudente de comprometer financieramente a la empresa en 


base a inversiones. Es obvio que el socio va a querer ganar, pero también se puede equivocar. Descarto la mala fe, porque si uno 
tiene el 48% de las acciones, el interés es ganar dinero; pero puede haber errores. Por eso se buscaron mecanismos en el 
"holding" para nuevos emprendimientos o para incorporaciones voluminosas. La idea era encontrar instrumentos para que el riesgo 
de la nueva inversión -es decir, todo lo contrario a asegurarle una rentabilidad- lo soportara el socio y el endeudamiento no 
comprometiera los bienes y activos de ANCAP o de la sociedad que ésta configure, que a lo sumo se pueda ir contra los flujos que 
genere la nueva operación o aquellos que estaban afectados a contratar a terceros y que la nueva inversión procura sustituir. 


Volvamos al ejemplo del barco, que siempre es el más útil. Supongamos que el nuevo socio considera que es un buen negocio 
tener un barco, a lo que ANCAP siempre se ha resistido, para tener la libertad de comprar donde quiera. Pensemos, por ejemplo, 
que el socio es un productor de petróleo de primera línea y por ello le interesa tener un barco. De lo que aquí se trata es de que no 
sean los bienes puestos en sociedad, que no sea la refinería o el patrimonio de la sociedad los garantes de la compra del barco. Si 
en la sociedad hay equis dinero por año afectado al flujo financiero a pagar fletes y con eso le alcanza al inversor para hacer la 
inversión que garantiza -no la sociedad- y también para pagar los gastos variables, recomponer el capital invertido y tener una 
ganancia, nosotros aspiramos a compartir una parte de ésta. Pero estamos de acuerdo con que primero se debe cobrar la inversión 
y los gastos operativos, no con cargo a la sociedad ni a la venta de combustible, sino a los fletes marítimos que el inversor ha 
sustituido. Ese es el ejemplo más fácil; aunque hay otros más complejos. No sé si lo podremos lograr o no, porque no sólo de estas 
tiendas, sino de otras han surgido fuertes dudas a propósito del rol del socio en esta materia. Seguramente hay mucho para 
trabajar y escribir, prueba de ello son las dudas que se han generado. Pero los objetivos eran no cualquier inversión, sino las de 
riesgo, porque se apuesta a ampliar mucho o a incorporar nuevas zonas de actividad o a sustituir cosas que se subcontratan. Todo 
esto supone un riesgo de la operativa actual. Entonces, la idea es no comprometer el patrimonio de la sociedad, sino que el socio 
corra el riesgo. Si a éste le resulta buena la inversión, acompaño la idea, pero el riesgo tiene que ser de él, tiene que comprometer 
su patrimonio y no el de la sociedad. 


SEÑOR COURIEL.- El señor Senador Atchugarry dice que lo que más importa del socio es la gestión y el mercado. En la gestión 
probablemente estén incluidos todos los procesos tecnológicos requeridos, aunque de la lectura de los borradores concluimos que 
ANCAP nunca va a financiar inversión alguna, sino que lo hará el socio. Entonces, la gestión importa y supongo que también el 
mercado externo para colocar excedentes. Si todo el financiamiento de la inversión lo hace el socio, será absolutamente clave la 
parte del financiamiento. 


Ahora bien; todo lo que refiere al financiamiento está a cargo del socio, pero la inversión básica entra, de pronto, dentro del 51% de 
ANCAP, o sea que ANCAP debería dar el visto bueno a las nuevas inversiones. A su vez, se dice que en un momento determinado, 
finalizada la concesión, todo retorna a ANCAP. Entonces, el barco, termina siendo de ANCAP. 


El tema es que el 51% decide la inversión y el socio se encarga del financiamiento, de la inversión y de elegir la tecnología que va a 
llevar a cabo a esos efectos. De pronto se equivoca y la que pierde es la sociedad. Reitero, debiera perder la sociedad si el socio 
se equivoca. Hago este razonamiento en voz alta para tratar de entender lo que estaba expresando el señor Senador Atchugarry 
cuando dice: "Yo no estoy preocupado por la rentabilidad sino por el riesgo de la inversión y quiero que ésta solamente la tenga el 
socio". No me doy cuenta cómo el riesgo de la inversión no lo tiene la sociedad. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En los borradores se plantea que las inversiones naturalmente necesitan el voto de ANCAP. Por esa 
razón, no me referí tanto a si es útil o no, o tecnológicamente adecuado o no. Naturalmente, diría que cuando la preocupación es 
cien por ciento estatal y en régimen de Derecho Público, también me preocupa mucho, pero ahí lamentablemente estamos a los 
controles estatales. Me refiero a los ímpetus que en ciertas ocasiones tiene una administración pública o privada al hacer grandes 
inversiones, que en algunas oportunidades resultan buenas -hay ejemplos públicos y privados en ese sentido- en otras más o 
menos y a veces son un lío. 


Por tanto, razonablemente hay un plan de negocios -y, entonces, voy a la otra parte porque de alguna manera está ligada con esto- 
al que aspira ANCAP, pero el final es algo en que ANCAP va a tener dificultades al momento de evaluar, porque en última instancia 
el plan de negocios de cualquiera de los siete oferentes inscriptos al menos abarca varios países y, en muchos casos, es mundial. 
Además, el rol de una operación en el Río de la Plata -como sería este- sería parte de un plan de negocios regional y mundial. De 
modo que tratar de evaluar bajo las reglas de una licitación pública el plan de negocios es muy difícil. En este momento no voy a 
mencionar los nombres, pero todos los señores Senadores los tenemos en la cabeza: uno que refiere a una transnacional que tiene 
participación en el mundo entero, otra que también lo tiene pero que es más bien latinoamericana y, por último, una que es regional. 
Es decir, uno puede referirse exclusivamente a esto. Incluso, tienen que ver necesariamente, porque puede haber estrategias 
distintas de inserción en el mercado o de evitar que la haya. En fin, puede haber muchas cosas. 


En consecuencia, coincido en que ese plan de negocios de ANCAP debe figurar en los pliegos, que será básico o mínimo, como se 
le quiera llamar. Eso se va a enmarcar en un plan de negocios que, incluso, es probable que el futuro socio no los incluya todos 
porque se trata de sus planes de negocios corporativos y tendrá sus puntos de vista. 


En cualquier caso, en base a ese plan de negocios más global, probablemente el socio quiera hacer mayores inversiones. 
Supongamos que no estoy en la región; incluso, el tipo de petróleo que utilizo no es el adecuado, entonces, digo: "Para que a mí 
todo este asunto me sirva de acuerdo a mi plan mundial de negocios, voy a poner acá o en la Argentina tales o cuales 
instalaciones". Es casi imposible en una licitación poder evaluar ese tipo de cosas. También lo es en una sociedad evaluar el 
enorme riesgo. Eventualmente, puede haber un plan de negocios con inversiones mucho mayores a lo que vale todo lo que tiene 
ANCAP. Además, está el riesgo de comprometer al organismo en un plan de negocios que, si sale bien, podría ser muy bueno para 
el país porque lo colocaría como un centro de distribución de combustible y sería una apuesta a largo plazo muy buena, pero 
también representa riesgos en un negocio muy complejo como el del petróleo que va y viene, sumado a todo lo que sucede a nivel 
de precios mundiales. En fin, son varios aspectos por lo que de pronto nos queda grande meternos en tanto riesgo. Creo que la 
idea es decir: "Bueno, sin tener una inversión muy ambiciosa, primero va a necesitar mi aprobación para ver si usted la hace o no y 
si quiero meterme en tanto lío". Sin embargo, si se le dice que sí, se corre el riesgo de la inversión que se realiza. 


Todo lo que refiere a la inversión está muy en borrador. Nadie está hablando de mejorar la planta de tratamiento del diesel o del 
gasoil para que no tenga asfalto. Cuando mencionamos el tema nos referimos a un proyecto de inversión en el sentido de grandes 
ampliaciones o esferas de negocios nuevos. También se puede decir que mañana resulta bueno tener una cadena de negocios en 


Brasil. Habida cuenta de experiencias del pasado, yo desearía que no se comprometiera el patrimonio de ANCAP, pero sí que se 
requiriera su asentimiento y que fuera un poco a riesgo. 


Todo este tema es muy complejo y seguramente no es materia de una ley, pero por lo menos quería contar, para que se entienda, 
qué se estaba pensando cuando se escribieron todas esas cosas con poco éxito en su momento. 


SEÑOR GALLINAL.- Deseo referirme a una consideración que hizo el señor Senador Couriel. Me parece muy interesante el aporte 
que hace en cuanto a un conjunto de ideas que, más allá de que podamos discrepar con la forma de instrumentarlo, estamos de 
acuerdo con que deben incluirse en la ley. 


La pregunta que me realizo -y pienso que deberemos tomar una definición- es la siguiente. En el literal a) del artículo 3" 
establecíamos una fecha determinada, que reitero es arbitraria; puede haber otros parámetros que ayuden a definirla más 
claramente en momentos en que los combustibles deben tener un valor similar a los de la región, lo que en buen romance significa 
también establecerles el precio. En ese caso, creo que el organismo regulador debe tener una participación importante. No 
obstante ello, quería mencionar que la sanción que establecíamos refiere a la posibilidad de ANCAP de importar directamente los 
combustibles. El señor Senador Couriel señalaba que no debía estar en la ley, porque ANCAP siempre puede hacerlo, lo que puede 
ser razonable. Entonces, la pregunta que me formulo, tratando de seguir el hilo de la exposición del señor Senador Atchugarry, es si 
ANCAP puede realizar por sí -una vez ingresado en un proceso de asociación- las tareas que va a efectuar la sociedad. Esta es 
una pregunta que tenemos que realizar antes porque, de lo contrario, el socio puede pensar que queda absolutamente 
desprotegido y decir que si hubiera conocido antes de la licitación pública la existencia de esta posibilidad, no se hubiera 
presentado a su convocatoria. 


¿Hasta qué punto puede ANCAP hacer por su parte las mismas actividades que pretende realizar a través de una licitación pública 
en sociedad? Quizás, fuera del territorio nacional esto sería otra cosa, pero me parece que tenemos que plantear antes este tema 
para definirlo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que, en última instancia, volver compatibles los dos conceptos se puede lograr siempre por la vía 
jurídica, porque preserva el monopolio de importación. Naturalmente, si lo hace en violación del contrato de asociación, tendrá la 
responsabilidad de daños y perjuicios consiguientes. Poniendo un ejemplo que nadie quiere hacer, si ANCAP quisiera entrar en 
competencia desleal con su propia sociedad importando combustible porque se lo pidió otra de las distribuidoras, naturalmente 
incurriría en responsabilidad. Cuando decimos que esto lo puede realizar en determinado caso, no estamos hablando de la 
posibilidad jurídica de importar -que la va a tener siempre- sino que puede hacerlo sin entrar en responsabilidad, porque en realidad 
el que estaría incumpliendo sería el socio, no cumpliendo con llegar al precio, que es uno de los grandes objetivos de todos estos 
proyectos: lograr alinear los precios internos con la región, por las razones que todos han explicado, que son obvias y que 
entendemos. 


La llave que generalmente se guarda el Estado cuando realiza una sociedad, otorga una concesión o firma un contrato, consiste en 
que ante el incumplimiento del contratista, concesionario o socio, el Estado uruguayo siempre tiene la facultad -en este caso, en la 
vía práctica- de intervenir con este tipo de herramientas. En este caso, de modo práctico, puede resolver importar combustible, que 
es una manera de regular el precio del socio, no con el concepto de abastecer la plaza, sino simplemente para ponerle un límite al 
mismo. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que es absolutamente pertinente lo que plantea el señor Senador Gallinal. No estoy seguro de lo que voy 
a decir, pero pienso en el ejemplo de una sociedad que tiene que ver con ANCAP -aunque no es exactamente ANCAP- como puede 
ser la que importa el refinado en Chile, que es del Estado y cumple una función central a los efectos de asegurar el precio del 
combustible en el mercado interno. Entonces, cuando señalo, por ejemplo, que todos los elementos de la infraestructura quedan en 
manos de ANCAP, de pronto se trata de una empresa llamada ANCAP "Tanto" S.A., que funciona de tal manera que busca 
maximizar eficiencia en esa tarea de infraestructura. Esta misma asociación u otra podría ser la que tenga a cargo la importación 
de refinado. No estoy seguro, reitero, de si esto es posible jurídicamente, pero me acuerdo de este ejemplo chileno en el que existe 
una empresa casi de carácter financiero, pero que es del Estado y que tiene el objetivo de llegar al precio más adecuado para el 
consumo interno y tiene la posibilidad de importar refinado. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En base a lo que se venía trabajando, complementado con los planteos del señor Senador Gallinal, 
llegamos a la idea de que puede haber una sociedad afiliada de logística o de infraestructura, y no sería malo que allí también 
estuviera el socio, porque es la modalidad que se utiliza normalmente. La diferencia sería que el control del proceso, en lugar de 
tenerlo el socio, lo tendría ANCAP con la participación del socio. Además, el socio participaría del mismo, porque es una 
infraestructura que se utiliza normalmente. En definitiva, el control de ANCAP sería en salvaguarda de un incumplimiento del socio 
para poder operar a través de la sociedad logística y hacer efectivo y real ese poder jurídico de importar refinado, llevándolo a la 
práctica como forma de proteger al público y regular el precio. 


En cualquier caso -como señalábamos en la reunión pasada- supongo que el que va a decidir si esto se puede hacer o no es la 
Unidad Reguladora. Por ello se ha manifestado que la misma debería estar en operativa y aprobada más o menos al mismo 
tiempo. Para no duplicar esfuerzos, uno imagina que hay una sociedad afiliada que es controlada jurídicamente por ANCAP y que 
tiene la infraestructura, que tiene ANCAP -me refiero al actual Ente Autónomo- con el poder jurídico de importar y, además, existe 
una Unidad Regulatoria que vela por el público. Si hay un incumplimiento de la sociedad -cosa que de pronto a ANCAP no le 
preocupa demasiado porque si estamos cobrando más caro el Ente es socio y puede estar dispuesto a comprender que ello es 
necesario- seguramente la Unidad Regulatoria hará cumplir los contratos, reclamará que se proteja al público consumidor e 
instruirá a ANCAP -Ente Autónomo- que deberá comenzar a importar si no hay una respuesta de la sociedad. Pensamos que 
llegado el caso seguramente se producirá una respuesta de la sociedad, porque aquí es mejor la posibilidad de aplicar la fuerza y 
no la fuerza en sí misma. Nadie tiene ganas de salir a importar y parar la refinería, pero siempre debe existir la posibilidad de 
hacerlo si se quiere cumplir con el nivel de precios. 


Estas son las reflexiones que llevaron a la elaboración de los borradores y son los temas que motivan las exposiciones que se han 
realizado. En todo caso, creo que sería oportuno para el trabajo de la Comisión que una vez realizadas las reflexiones pertinentes 
se pasara a la consideración de los dos proyectos, a efectos de que en esta semana se realicen las consultas necesarias y el 
jueves próximo, de ser posible, comenzar a trabajar concretamente en ellos. Debemos tener en cuenta que no queda mucho 


tiempo para que comience el receso y aspiramos llegar a algún tipo de entendimiento político para que rápidamente se lleve 
adelante este proceso. El tiempo es tirano y nos presiona para que no cambien las circunstancias de la región y no se disipe el 
interés que han demostrado tantas compañías importantes -latinoamericanas y de otras partes del mundo- y para que la situación 
que todos conocemos de la República Argentina no nos complique más. Por otra parte, hemos tratado de manejar los tiempos con 
la mayor amplitud porque consideramos que a este proceso le hace mucho bien buscar un entendimiento político que mejor será 
cuanto más amplio se logre. Sin embargo, llegará un momento en que habrá que atar los dos problemas: los tiempos que no 
tenemos y los entendimientos que obtengamos. 


En definitiva, sugeriría que hagamos un esfuerzo para tratar de tener una opinión sobre el proyecto presentado ya que el del 
Partido Nacional contempla en su artículo 1% al que elaboramos originalmente y, en consecuencia, debemos hablar de un solo 
texto. 


SEÑOR RUBIO.- Quería formular una pregunta sobre el artículo 2? de este proyecto de ley sobre el llamado a licitación pública 
internacional. ¿Cuál es el alcance político de esto? En realidad, el plan de negocios y de inversiones de corto y de largo plazo y de 
las bases en ese terreno para la convocatoria a una licitación -y para su pliego- tiene mucho que ver con el procedimiento de 
adjudicación. 


En los borradores que nos entregó el Directorio de ANCAP está previsto un procedimiento de adjudicación que a mi juicio complica 
las cosas en materia de los niveles mínimos de exigencias. ¿Por qué? A esto se refería el señor Senador Couriel al decir que el 
mayor precio puede coincidir con el peor plan en materia de inversión. Me pregunto si políticamente esto está abierto a un 
procedimiento de convocatoria de licitación por mecanismos más habituales o si se está pensando en la propuesta del Directorio de 
ANCAP. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que tenemos por delante dos procesos. Uno es el relativo a una concesión que el Estado, a través del 
Poder Ejecutivo, va a hacer a alguien en particular. En la medida en que, por el artículo 1%, la actividad se desmonopoliza 
parcialmente, se pasa a una actividad libre o libre reglamentada, que alguien querrá desempeñar y lo podrá hacer solamente quien 
cumpla con determinadas condiciones que definirá el Poder Ejecutivo diciendo, por ejemplo, que se autoriza a determinada 
sociedad que en este caso tiene que ser la que forma ANCAP. 


Otra etapa es la relativa a la conformación de la sociedad, a través de una licitación pública internacional. ¿Qué características 
tendrá esa licitación? Aquellas que nosotros definamos en la ley. 


En respuesta a lo que plantea el señor Senador Rubio, puedo decir que creo que el proceso está abierto. Podemos tener 
diferencias en cuanto a la minuciosidad con que vamos a definir y reglamentar la licitación, y en ese caso tendremos que atenernos 
a la racionalidad y lógica de todos. Obviamente, me parece que hay determinados temas que no pueden estar dentro de la ley 
porque, en cierta medida, le quitan flexibilidad o posibilidades al organismo en cuestión para obtener mayores ventajas. Otros 
aspectos, por su generalidad e importancia, sí pueden estar contenidos. Lo expuesto por los señores Senadores Couriel, 
Atchugarry y quien habla refiere, justamente, a cuáles son los temas fundamentales que tienen que figurar en la ley. Por eso creo 
que el proceso está abierto; luego, de acuerdo con el sano criterio de cada uno de nosotros, veremos qué dispondremos en la ley y 
qué quedará librado a ser definido por el Poder Ejecutivo, la Unidad Reguladora y ANCAP a la hora de instrumentar el tema. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Quisiera hacer una reflexión sobre un tema diferente. 


En rigor, ANCAP adoptó hace algunos años un plan de negocios que se basó en una modificación de la refinería como 
consecuencia de una propuesta de colocación -incluso, hasta de refinación- de nafta cruda que hoy no existe. Si nos olvidamos de 
la asociación, si no hubiera un proyecto a estudio y tuviéramos un proceso de reconstrucción de la refinería diseñada para la 
exportación, veríamos que hoy ni siquiera se llega a un precio para poder hacerlo, aparte de otras dificultades. En cualquier caso, 
parecería que un plan de negocios exitoso para la ANCAP de hoy sería poder colocar los excedentes de nafta que ostensiblemente 
tendrá la refinería y, además, trabajarla a pleno. En ese plan de negocios no se hablaba de participar directamente en la 
distribución en el Uruguay, aspecto que el actual Directorio sí resolvió y que ya materializó al retomar las cuestiones de DASA a 
través de DUCSA. 


En definitiva, si no estuviéramos hablando de estos temas y sí de la ANCAP de un año atrás, diría que sería un gran éxito lograr 
terminar la refinería, repararla, participar de la distribución y tratar de colocar los excedentes. Siento que ese sería un plan mínimo. 


Otra reflexión tiene que ver con el hecho de que todos hemos visto los procesos licitatorios cuando se dan por única vez. Se trata 
de organismos que licitan reiteradamente un objeto. Eso es otra cosa; pero cuando estamos hablando de algo que es grande para 
el Uruguay -aunque chico para el mundo- mis colegas saben que es posible llevar hasta el infinito una impugnación. Al entrar a 
opinar sobre planes de negocios regionales o, más que regionales, de distintas empresas, vemos que es casi imposible no 
impugnar, porque siempre vamos a buscar un buen argumento para que otro tenga un doble precio y una doble inversión y, por 
alguna razón, nuestro plan será mejor. Entonces, todo esto es muy complejo, porque no vamos a comparar cosas homogéneas, ya 
que no estamos hablando, por ejemplo, de telas. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que sobre el plan de negocios de ANCAP hay distintos puntos de vista o una filosofía diferente. La 
primera vez que vino su Presidente, Jorge Sanguinetti, a la Comisión, le preguntamos cuáles eran la propuesta y la idea de ANCAP. 
Y nosotros pensamos que para esa idea o propuesta se debía buscar el socio más adecuado. Por su parte, el Presidente de 
ANCAP nos dijo que ¡iban a ir viendo todo esto con el correr del tiempo, en una secuencia. 


Entonces, la sensación que uno tenía era que lo primero sería buscar un socio y después adecuar la propuesta de ANCAP a ese 
socio. Cuando uno ve a algunos operadores -hace dos o tres días me visitó un representante de una de las empresas 
transnacionales para hablar sobre este tema- puede advertir que lo que está haciendo ANCAP es buscar un socio sin tener una 
propuesta. Creo que eso se desprende de aquella actitud del Presidente Jorge Sanguinetti. Según la formación que uno tiene, 
probablemente, se piensa que la propuesta de ANCAP desde el punto de vista de los intereses nacionales es tal y, para ella, se 
busca el socio. 


Cuando hoy planteaba lo relativo al plan de negocios, seguramente, ese aspecto ya estaba en mi pensamiento. De pronto, 
dependiendo de quién se presente y de la importancia de lo regional y teniendo en cuenta que es muy difícil introducirse, ANCAP 
debería presentar en el pliego de condiciones un plan mínimo de negocios. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Estoy de acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL..- Quisiera, de ser posible, que en la próxima sesión votáramos el proyecto relativo al organismo regulador. Por 
nuestra parte, en lo que tiene que ver con el tema de ANCAP, lo que podemos hacer es traer por escrito algunas modificaciones, 
ponencias o ideas que se puedan incorporar a este proceso. 


También desearíamos que se tomara posición sobre el asunto de los Gobiernos Departamentales, que figura en el orden del día. 
Realmente, tenemos especial interés en aprobar dicho proyecto, más allá de advertir las dificultades y de ser conscientes de que 
puede haber distintas filosofías o razonamientos. Desde ya adelanto que vamos a traer por escrito una propuesta -hemos tenido 
alguna conversación con el señor Senador Astori sobre este tema- relativa al artículo 3%, donde se faculta a las Intendencias a 
conformar sociedades mixtas para el cumplimiento de sus cometidos. Para ese caso nuestro planteo será establecer una mayoría 
especial a nivel de la Junta Departamental, que podría ser de tres quintos, y una condicionante previa en cuanto al pronunciamiento 
vinculante del Tribunal de Cuentas. Pretendemos no caer en la necesidad de que en cada caso concreto haya que aprobar una ley. 
De ser así, no sancionamos nada y que vengan los proyectos en su momento. 


Dejo planteada esta inquietud para ver si podemos avanzar en este tema. Conozco la opinión del Poder Ejecutivo al respecto, pero 
convengamos en que no es un asunto de principios ni le va la vida a nadie en él; en todo caso, las Intendencias necesitan este 
instrumento. Ya les hemos quitado la posibilidad de generar nuevas obligaciones. 


Insisto: en la próxima sesión quisiéramos votar el proyecto de ley relativo al organismo regulador -salvo que quieran hacerlo hoy- y 
el atinente a los Gobiernos Departamentales, con la inclusión de ese artículo. Aparentemente, en los dos primeros no habría 
mayores discrepancias. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: a los efectos operativos, quiero informar como Presidente de la Comisión de 
Hacienda que ya hemos acordado realizar una sesión el próximo jueves. Entonces, habría que coordinar ambas reuniones, de 
manera que el mismo día puedan trabajar las dos Comisiones. Quizás, una salida podría ser que la Comisión de Hacienda 
sesionara a las 9 de la mañana y la de Servicios Públicos a las 10 y 30. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señor Senador. 


De acuerdo con lo manifestado, la Comisión volvería a reunirse el próximo jueves a la hora 10 y 30 a fin de considerar -y 
eventualmente votar- los proyectos de ley relativos a la Unidad Reguladora, a la desmonopolización y a los Gobiernos 
Departamentales. 


No habiendo más asuntos que considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 17 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


